COLEGIO NOTARIAL DEL PAÍS VASCO

CANDIDATURA DE F. JAVIER OÑATE CUADROS

PROGRAMA ELECTORAL
1.- SITUACIÓN ACTUAL DEL NOTARIADO: UN PELIGROSO DESLIZAMIENTO POR LA PENDIENTE FUNCIONARIAL.
Señala el art. 1 RN que “Los notarios son a la vez funcionarios públicos y profesionales del Derecho, correspondiendo a este doble carácter la organización del Notariado.” 
A la vista de la situación actual, un observador imparcial sentiría de inmediato la necesidad de corregir a nuestro venerable Reglamento pues la cruda realidad, muy acentuada en los últimos tiempos, lo desmiente: La organización del Notariado debería corresponder a nuestro doble carácter pero no es así.

 Es cierto que el óptimo cumplimiento de las cada vez mayores obligaciones legales y reglamentarias exige una estructura corporativa más compleja, pero por diversas razones la organización está cobrando cada vez más una importancia desmedida en detrimento de sus integrantes, que somos los que damos sentido a su misma existencia.

En los últimos tiempos se ha producido un peligroso deslizamiento hacia el polo funcionarial de nuestra función, con ignorancia y aún desprecio del profesional. Una profundización del carácter funcionarial es buena porque refuerza la independencia frente a los agentes económicos pero debe venir acompañada de una paralela profundización del carácter profesional, que es el protege nuestra independencia frente al poder político y la Administración. La ruptura de este delicado y siempre cambiante equilibrio desdibujará inevitablemente, quizás para siempre, la esencia del Notario, en perjuicio de los ciudadanos.
La relación de los notarios con sus Colegios ha sido esporádica y en general por cuestiones poco gratificantes. Los incentivos a participar en las tareas colegiales han sido escasos por no decir nulos y la reforma reglamentaria ha acentuado todavía más esta tendencia al sustraer competencias esenciales y recursos financieros a los Colegios en beneficio del CGN, al que veladamente han quedado supeditados jerárquicamente.

El clamor general de que el Presidente del CGN y su equipo fueran elegidos mediante votación directa fue desoído y una reforma reglamentaria hecha a la medida ha tratado de blindar a nuestro máximo órgano corporativo, endureciendo y dificultando la presentación de candidaturas electorales y convirtiendo en abismo la brecha abierta entre la cúpula y la base: Los mecanismos para la toma de decisiones son inadecuados y su control político y económico, inexistente. 

Por todo ello, a nadie le puede extrañar el divorcio entre una cúpula, henchida de orgullo y satisfacción “por la faena bien hecha” y la base, que observa con estupor como sus enormes esfuerzos para adaptarse a diario a una multiplicidad de nuevas exigencias muchas veces incomprensibles, con unos costes personales y económicos a todas luces insostenibles, son sistemáticamente ninguneados y sus sugerencias, desoídas y despreciadas.
El siglo XXI exige un Notariado a la altura de las exigencias que la sociedad y los poderes públicos demandan, pero sin descuidar unas en beneficio de las otras. Para que esto sea posible es imprescindible dotar al Notario de los medios adecuados para el cumplimiento eficiente de su insustituible función pública y en este punto la organización del Notariado debe tener una importancia capital.

Consideramos esencial que la estructura corporativa esté al servicio del Notario y no a la inversa. Las energías, las ideas, los proyectos, la información debe circular de forma fluida de arriba abajo pero también de abajo a arriba y el mejor sistema conocido para ello es la democracia, que debe informar la actuación de toda la estructura, sin merma de su operatividad.

Los integrantes de nuestra candidatura, pensamos que una amplia mayoría de notarios creen que las cosas pueden y deben hacerse de otra manera. Que frases como “si yo te contara”, “si tu supieras”, “podía haber sido peor”, “no tenéis derecho a quejaros con lo que ganáis”, “estáis al servicio del estado que puede regularos como le plazca” deben ser desterradas para siempre. Que la simple queja no sirve de nada si no va acompañada de hechos y acciones concretas. Por eso hemos decidido dar un paso adelante y con toda ilusión y humildad, ofreceros la posibilidad de reflexionar juntos acerca del presente y el futuro del Notariado y, si lo estimáis oportuno, nos prestéis vuestra confianza para llevar adelante nuestro proyecto, en la esperanza de no defraudarla. 

 2.- EL NOTARIO Y EL COLEGIO: Un colegio al servicio de los Notarios.
El nuevo Colegio Notarial del País Vasco se forma mediante la integración de los Notarios procedentes del Colegio de Bilbao y de los procedentes del Colegio de Pamplona con residencia en Guipúzcoa, todos ellos con idénticos deberes y derechos. El proceso de integración debe efectuarse de manera armónica, aprovechando lo mejor de cada uno de los Colegios, a la vista de la experiencia y poniendo el nuevo al servicio de todos y cada uno de sus Notarios.

En este sentido el Colegio debería coordinar de forma racional, eficiente y económica la prestación, al menos, de los siguientes servicios, además de los ya existentes:

· Servicio de asistencia y asesoría jurídica en todas aquellas cuestiones que se susciten como consecuencia directa de nuestra actividad profesional, incluso en materia penal por cuestiones relativas al control del fraude fiscal y el blanqueo de capitales.

· Servicio de asesoría laboral, fiscal y contable, que tenga en cuenta las especificidades propias de la actividad notarial, con especial atención a la elaboración de unos contratos laborales-tipo adecuados a nuestra actividad.

· Servicio de cobro de minutas y reclamación de impagados.
· Servicios de asistencia en materia informática, en especial en lo relativo a la elaboración de los índices.

· Servicio de traducción de documentos al euskera, de carácter interno y restringido exclusivamente a los Notarios que lo demanden, aprovechando la experiencia existente en otros Colegios, como Cataluña y la Comunidad Valenciana

Todos estos servicios se organizarán de manera que sean costeados exclusivamente por quienes voluntariamente los utilicen, sin incrementar las cuotas colegiales, que se fijarán de acuerdo con los gastos ordinarios previstos más un pequeño fondo para contingencias devolviendo o descontando para el futuro las cantidades que no hayan sido necesarias. Entendemos que el Colegio no debe tener unos fondos propios cuantiosos, sino únicamente los necesarios para su adecuado funcionamiento.

Además, es preciso que en el Colegio se estructuren de forma permanente los siguientes servicios:

· Una comisión de cultura que facilite información jurídica acerca de las novedades legislativas que más directamente afecten a los notarios, así como de los problemas prácticos que se susciten en los despachos. 
· Servicio de formación y reciclaje del personal de los despachos, con especial atención al manejo de herramientas informáticas y de ofimática.
· Comisión de relaciones con los Registradores para tratar de mejorar y coordinar nuestras respectivas funciones y procedimientos en interés de la sociedad, afrontar conjuntamente problemas comunes, establecer criterios orientativos de cara a prevenir posibles conflictos y organizar seminarios y reuniones para fomentar el estudio y debate en común de problemas jurídicos diversos. 

· Academia de preparación de opositores. 
· Se establecerá un sistema de videoconferencia para que puedan seguirse las reuniones por Internet sin necesidad de desplazarse físicamente al Colegio.

· Una comisión permanente de estudio de las relaciones con los Departamentos de Hacienda de las Diputaciones Forales, que evalúe el grado de cumplimiento de los Convenios suscritos con dichas instituciones y facilite su periódica renovación y mejora.  
3.- ORGANIZACIÓN DEL COLEGIO NOTARIAL DEL PAÍS VASCO: PARTICIPACIÓN, DEMOCRACIA Y DESCENTRALIZACIÓN.
Una de las funciones más importantes del Colegio es la de servir de altavoz de la actuación del Notario en una sociedad abierta y moderna. El Notariado debe abrirse a la sociedad para que tenga una percepción permanente de nuestro valor añadido en términos de seguridad y eficiencia económica y nos exija la prestación de los servicios que estamos en disposición de ofrecerle. Hay que conseguir que sea precisamente la sociedad nuestra mejor valedora ante los poderes públicos.

· La colaboración con los demás agentes jurídicos como los Tribunales de Justicia, Colegios de Abogados y Procuradores y de otras profesiones, Universidades, etc.
· La presencia activa ante los agentes sociales, Bancos y Cajas de Ahorro, Partidos políticos e instituciones, a fin de hacerles partícipes de nuestro papel esencial como garantes de la paz social y jurídica, previniendo conflictos y proporcionando un asesoramiento institucional de calidad, reduciendo costes de transacción y desterrando la equivocada percepción de ser un coste burocrático prescindible.
· La dignificación del trato dispensado al Notario en las distintas administraciones públicas, haciendo valer nuestro prestigio como profesionales jurídicos oficiales caracterizados por su probidad y excelencia.

· La presencia permanente en aquellos actos sociales con relevancia mediática que sirvan para promocionar la imagen del Notariado.

· El patrocinio de trabajos y eventos de naturaleza jurídica (tesis, seminarios, etc.) que estudien y divulguen la labor del Notariado.

· La profundización de las ya excelentes relaciones con los notarios franceses,  estableciendo cauces permanentes de comunicación y colaboración, organizando grupos de trabajo conjuntos destinados a mejorar el conocimiento del sistema jurídico privado de los respectivos países y la mejora de los mecanismos de cooperación e información relevantes, como por ejemplo el mutuo reconocimiento de certificados digitales electrónicos. 

Estas actividades deberían encauzarse a través de una Fundación Notarial del País Vasco, dotada de amplia autonomía funcional y económica.

En cuanto a la estructura del Colegio Notarial del País Vasco, debe tener en cuenta las peculiaridades de la organización administrativa de la Comunidad Autónoma Vasca. 
La sede y capitalidad se establecerá en Bilbao y será acordado por la primera Junta Directiva que se celebre, proponiéndose su inmediato refrendo por la Junta General. Se estudiará la apertura o adecuación en su caso de delegaciones territoriales de Álava y Guipúzcoa en Vitoria y San Sebastián, siempre desde el principio de la máxima prudencia y austeridad en el manejo de los fondos colegiales, si existe una demanda de los colegiados para ello. 
Se propondrá a la Junta General a la mayor brevedad, la aprobación con el mayor consenso posible, de un Reglamento de Régimen Interior que constituya la verdadera Constitución interna del Colegio, inspirado en los siguientes principios:

1º.- Elección directa del delegado y el subdelegado del distrito por los Notarios del mismo, cuyos mandatos coincidirán con los de la Junta Directiva. Se establecerá un sistema seguro de voto electrónico y un sistema de triple sobre que permita preservar el secreto del voto por correo, tanto en las elecciones, como en las Juntas Generales.
2º.- Reunión trimestral, al menos, de la Junta Directiva con los Delegados de distrito (Junta de delegados), al objeto de facilitar información y recabar las inquietudes de los colegiados.

3º.- Desconcentración y delegación de competencias en un miembro de la Junta Directiva residente en cada uno de los Territorios Históricos, sin perjuicio de las facultades propias de la Junta Directiva, al objeto de facilitar una relación institucional fluida que permita la suscripción y mejora de Convenios con las Diputaciones Forales.

4º.- Regulación de las normas orientadoras de la actuación de la Junta Directiva en aquellas materias que según el Reglamento Notarial, son de su competencia discrecional, a fin de conseguir un ámbito de regulación estable, jurídicamente seguro, conocido previamente y de general aceptación, evitando largos y costosos pleitos de los que ninguna ventaja se deriva para el Notariado. 

5º.- Sometimiento de las cuestiones de interés general a la decisión de los colegiados, bien directamente en Junta General, bien a través de los Delegados de Distrito, aunque sean competencia de la Junta Directiva.

 6º.- Reunión de la Junta Directiva al menos una vez al año en Álava y otra en Guipúzcoa.
7º.- Rendición periódica de cuentas de la gestión del Decano a la Junta Directiva y de ésta, a la Junta General y a la de Delegados de Distrito, facilitando información permanente de las cuestiones de política notarial susceptible de afectar a nuestro estatus profesional. Estaremos siempre abiertos a las sugerencias e inquietudes de nuestros compañeros en todo lo relativo a la política del Colegio.

8º.- Transparencia y publicidad de todas las actuaciones y acuerdos de la Junta Directiva que no tengan carácter reservado (protección de datos, expedientes disciplinarios). En este sentido, quedarán en el Colegio y serán facilitados a quiénes los soliciten cuantos informes sean elaborados, solicitados o facilitados a la Junta Directiva tenidos en cuenta por ésta a la hora de fijar la política colegial o la toma de decisiones concreta de interés general (demarcaciones, cuadros de sustituciones, servicios de guardia, etc.).

9º.- Vigilancia estricta del cumplimiento de las normas deontológicas por las que se rige nuestra profesión, previniendo las conductas infractoras y aplicando con la máxima precisión el régimen sancionador, en su caso, actualizando y armonizando el acervo normativo de cada Colegio. 

 11º.- Se respetará durante un período transitorio en cuanto fuera posible y sin perjuicio de la necesaria solidaridad intracolegial, la autonomía financiera en los Territorios afectados, de acuerdo con las necesidades respectivas. 
12º.- Regulación de los aspectos profesionales de nuestra función, con especial incidencia en aspectos deficientemente regulados por el Reglamento, tales como normas de competencia, traslados, lugar de establecimiento de la oficina notarial, etc.

4.- EL DECANO Y EL CGN: TRANSPARENCIA, EFICIENCIA, CONTROL.

Nos guste o no, el Decano es soberano en los asuntos relativos al CGN, donde actúa por derecho propio y no como representante de su Colegio, no estando obligado a dar cuenta de su gestión ni a la Junta Directiva ni a la Junta General. Precisamente por eso, como candidato a Decano, en caso de merecer vuestra confianza me comprometo solemnemente a:

1º.- Informar periódicamente y de forma inmediata con la prudencia y discreción que las circunstancias aconsejen pero sin que éstas sirvan de excusa para el secretismo, de cuantas cuestiones de interés general nos afecten.

2º.- Recabar el consejo de los miembros de la Junta Directiva, de los Delegados de distrito y de los compañeros acerca de mi actuación como Decano en el seno del CGN.

3º.- Hacer todo lo posible para conseguir la máxima transparencia del CGN, y a tal fin, exigir que:

· El Presidente o el Vicepresidente del Consejo comparezcan al menos una vez al año ante los Notarios reunidos al efecto en Junta General informativa y someterse a las cuestiones que libremente les planteen los compañeros, sin perjuicio de la periódica comunicación con los Notarios.

· Las cuentas del Consejo y sus órganos o sociedades dependientes sean auditadas anualmente por empresas externas, teniendo los notarios que lo soliciten acceso a las mismas.

· Los presupuestos, ordinarios y extraordinarios del CGN sean sometidos a información y consulta, aunque reglamentariamente no sea vinculante, de las Juntas Directivas, dada su cada vez mayor cantidad tanto en términos absolutos como relativos en relación con los pagos que deben efectuarse al Colegio.

· Cualquier Comisión o Sección Delegada del Consejo esté abierta a un representante de cada Colegio Notarial, pudiendo a tal efecto varios Colegios agruparse para designar un delegado que les represente a todos ellos.

· La actuación en materia informática se realice siempre teniendo en cuenta la realidad de las notarías y las necesidades de los Notarios, promoviendo el desarrollo de herramientas tecnológicas de aplicación directa en las notarías. En este sentido, deben replantearse los planes directores teniendo en cuenta el principio de que la labor del Notario debe centrarse en cumplir estrictamente sus deberes legales y reglamentarios facilitando la información necesaria para que la organización corporativa notarial realice el tratamiento y elaboración del Índice Único y la remisión a las administraciones competentes de la información correspondiente, mediante procedimientos que aseguren:

a) La perfecta correspondencia de los datos de los ficheros informáticos con los documentos autorizados o intervenidos.

b) La preservación del secreto del protocolo impidiendo cualquier acceso no controlado o conocido por el Notario a la información por él suministrada.

c) La integridad y no alteración de la información.

d) El tratamiento de la misma mediante procedimientos modernos de indexación y búsqueda económicamente eficientes (i.e. Google).

· Los acuerdos y deliberaciones del Consejo sean públicos, debiendo ser secretos únicamente aquellos estrictamente tasados en que la publicidad fuera gravemente peligrosa para los intereses esenciales de la profesión.

· Debe articularse en el SIC un foro de carácter reservado en el que quedando preservada la intimidad de los intervinientes –pero quedando registrados los datos de IP para poder ser usados en caso de injurias o calumnias-, puedan ser objeto de discusión las cuestiones que interesen a los Notarios, sean o no de carácter técnico, a fin de que el Consejo pueda en todo momento pulsar la opinión de las bases.

· Hacer una reflexión profunda, serena y crítica de la política en materia informática de manera que, aprovechando los aplicativos existentes, se desarrollen e implanten otros nuevos (por ejemplo, envíos de SMS por vía notarial), aprovechando los incentivos fiscales al I+D..

4º.- Proceder a la liquidación del Patrimonio de la Mutualidad Notarial recabando para tal fin el acuerdo de los Notarios jubilados y devolviendo el dinero sobrante del coste de integración en la Seguridad Social a los aportantes o sus herederos, con arreglo a unos criterios justos y equitativos.

5º.- Estudiar la forma de liquidar el patrimonio de la Mutualidad Nacional de Empleados de Notarías, destinando íntegramente su importe a la formación de los empleados, o su transformación en una Fundación con idénticos fines.

6º.- Realizar una auditoría técnica y económica de ANCERT, S.L. al objeto de racionalizar su estructura y los costes desmedidos que obligatoriamente debemos soportar, sin justificación alguna, todos los Notarios y que ni siquiera cubren sus costes de funcionamiento, lo que anticipa fuertes subidas de las “cuotas” actuales.   

5.- UNA NUEVA LEY DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVENTIVA CON EL ACUERDO DE NOTARIOS Y REGISTRADORES.
La nueva Ley de Seguridad Jurídica Preventiva debe ser fruto de la unión y no del enfrentamiento entre los Notarios y los Registradores los dos pilares básicos del mejor sistema de seguridad jurídica preventiva del mundo. Deben rechazarse de plano, por ambas partes, las posiciones maximalistas que no pueden conducir sino al fracaso y a la incomprensión de la sociedad y que son a menudo utilizadas para justificar carencias y frustraciones propias.

Tenemos que hacer ver a los poderes públicos y los partidos políticos las ventajas no sólo de conservar en lo esencial el actual sistema, adaptándolo a las realidades del siglo XXI, sino de exportarlo a otros sectores, como por ejemplo, la Justicia. 

Sin perjuicio de lo anterior, entendemos que debe modificarse de forma urgente el Reglamento Notarial para hacer efectivo y real el principio democrático y a tal efecto, debe plantearse al Ministerio de Justicia con arreglo a las siguientes bases:

· Elección directa del Presidente, Vicepresidente y la Junta de Gobierno por parte de los Notarios según el principio democrático de un notario, un voto, como órgano ejecutivo del Notariado y la constitución del Consejo General del Notariado como un órgano de control de la política de la Junta de Gobierno, con facultades de remoción o censura por mayoría cualificada de Decanos con voto ponderado.

· Transparencia y publicidad de los acuerdos, presupuestos, cuentas y actuaciones del Consejo en defensa de la función pública notarial.

· Establecimiento de un sistema de voto ponderado para determinadas decisiones importantes que tenga en cuenta el peso real de cada Colegio en relación con el total.

· Ejercicio de una labor de apoyo y coordinación de la actuación de los Colegios Notariales, sin imposiciones.

· Modernización de la regulación del estatuto profesional del Notario, suprimiendo trabas y regulaciones anticuadas e inútiles, actualizando las normas en materia de competencia y publicidad e incorporando una normativa deontológica moderna y adecuada. 

Poco se puede decir, finalmente, en materia de retribución. No hay un solo Notario que no defienda otra cosa que un arancel fijo y que asegure una retribución global mayor o igual al menos que el actual. No está de más recordar que en la actualidad el arancel sólo es fijo en los documentos sin cuantía; de máximos, en las pólizas; de bandas, en los documentos de cuantía; de mínimos, en las bases de más de 6 millones de euros y nulo en un creciente número de documentos.

 De todos es conocido el contenido de las medidas 22 y 23 del Gobierno, que han previsto un nuevo arancel con rebaja media del 20% y la reforma del sistema de seguridad jurídica preventiva de forma conjunta, junto con la famosa “hoja de ruta” de transición al nuevo. Aunque lo lógico hubiera sido abordar ambas cuestiones de forma conjunta, lo cierto es que el nuevo arancel entrará en vigor el día 1 de enero de 2009, de manera que  se aprobará después de celebradas las elecciones y antes de la toma de posesión de las nuevas Juntas Directivas.

En definitiva, queremos y podemos influir en el resultado final de la reforma del sistema pero carecemos de cualquier posibilidad de hacerlo en relación con el arancel, del que será responsable político del mismo, para bien o para mal, el actual Consejo. 
Bilbao, 3 de octubre de 2008.

